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En sectores o ámbitos determinados cn que cl Estado crea unas esttuctu- 
ras dc autoridad, al cslimür las ncccsari;~s pum cl cumplimiento dc sus fmcs 
especíkos, alguno o algunos dc los dcrcchos fundamcntalcs dc sus miem- 
bros se ven sometidos a ciertas rcslriccioncs. 

Este nexo que unc a los miembros dc las FAS con cl Estado SC calilica en 
la doctrina como “relación dc sujeción cspccial” porque el hombre de 
uniforme ha rcnunckdo, al menos, a cjcrcitx alguno de sus derechos en la 
medida exigida por la organización a que pcrtcnccc. 

La limitación del cjcrcicio dc los dcrcchos cn rnzón de la actividad que se 
descmpcñn, no significa, cn ningún caso, la privación de los mismos, por 
cuanto supondn’ü la conculcüci6n del principio dc igwdldad del artículo 14 de 
la Consthución; tanto fsta como Ix Icycs orgünicas dc dcsarroIlo, cuando se 
han pronunciado acerca dc csla ma~cria, lo han hecho limitando o cxccptuan- 
do cl cjcrcicio dc un dcrccho (vg’.. arlículo 2X de la Constitución), y en 
ningún caso han privado dc su titularidad. 

Eslc trabajo dcnc como objclo cl cs[udio dc los dcrcchos fundamentales 
y las libcrtadcs públicas cn relación con las Rcnlcs Ordenanzas para las 
Fuerzas Armadas cn 1978. Alo largo dcl mismo abordaremos, succsivamen- 
te, el fundamcnlo de las limitaciones a su cjcrcicio, los probkmas de 
inconslitucionnlidad que SC plamcan cn relación con cl Tratado V dc las Rea- 
les Ordenanzas dc modo gcnCr¡co al cstablcccr limitaciones a dcrcchos fun- 
damcnlalcsylibcr~adcspúblicas. asícomouncxamcncspccíficodccadauna 
de estas limitaciones, para terminar con unas conclusiones Rnalcs. 



Con relación al fundamento dc las limitaciones de derechos a los 
militares, para Ricardo PcllOn (1) cabe sustentar varias posturas: 

-La primera y tradicional consiste cn considerar al Ejército como algo 
separado y distinto del resto dc los ciudadanos. Se prctcnde hacer del militar 
un ciudadano difcrcntc, con sus privilegios, cargas y servidumbres, y entre 
estas la de sufrir una “capitis diminutio” cn cl tcrrcno dc sus derechos y 
libcrtadcs fundamcntalcs, que SC conccdcn a los demas, privhdose de 
cuslquierintcrvcnci6n cn cuestiones políticas c, inch~so, del dcrcchode votar 
y el dc ser clcgido paru cargos rcprcscntalivos. 

Esto consti tu ye lo que Trillo Figueroa (2) dcnomina”campanadecristal”, 
conseguida a travcs dc las rcsuiccioncs cn sus derechos politices, en la 
qucpc~ancccn’an“incontan~inados”porlasrcalidadcspolíticasdelaNaci6n. 

- Una segunda concepción cs la que atirma que cl militar tiene los mis- 
mos dcbcrcs frente al Estado que cl resto dc los ciudadanos, aunque también 
ciertas limitaciones espccílicas por cl hecho dc ser miembros de una Fuerza 
Armada cuya misibn consiste cn asegurar la protección de la comunidad 
nacional. 

El cumplimiento dc esta misión hace que SC impongan algunas Iimitacio- 
nes a sus dcrcchos, limitucioncs que dcbcn rcstringirsc a aquello que es 
estrictamcntc indispcnsablc para cl intcrcs público y, además, han de estar 
establecidas por la Ley. 

Casado Burbano (3) señala que las limitaciones no son arbitrarias, yen 
todo caso han dc reunir los requisitos siguicntcs: a) Necesidad, encuanto que 
únicamcntc son admisibles las cstrictamcntc indispensables para el cumpli- 
miento de la misi6n o funci6n dc aquella situación cspccial; b) Proporciona- 
lidad, dcbicndo existir una adccuuda correlación entre cl tin pcrscguido y el 
medio restrictivo utilizado; c) Legalidad, ya que tdcs rcstriccioncs han de 
estar previstas cn las normas dc igual rango que la que regula el derecho 
afccmdo. 

Para Trillo-Figueroa (4) al ostentar estos dcrcchos el cadctcr de funda- 
mcntalcs para la persona, la tcndcncia modcma se orienta hacia su constitu- 
cionalizacibn c intcmalizaci6n, como garantías de lacfcctividadde IOS dcre- 
chos humanos, rcitcrando cstc autor, por tanto, la idea de legalidad antes 
vista. 
(1) Kicxdo Pellón. “La libcrttid dï opiniún cn las Fuerzas Armadas”. Núm. 37. Revista 
&uioh de Derecho Milifor(c~wwjuniu 1879). Eg. 87 
(2) Trillo-FigucruaM.Condc.“L~~~ Fu~r~:aAm~;~das~nlaConsd~uciónEsp~ola”.N~~38. 
Revisfo &x¿iila de Derecho Mihr (Julio-Dicicmbrc 1979). Pbg. 87. 
(3) Cwdu Bwb;mu. ” Las FAS CII I:, m~cvil Con,hcii>n Española”. Núm. 36 Revislo Es- 
potidu de Derecho Miiim Cjulio-dicimlm 1978). Púg. 21. 
(4) Trillo-Figucron M. Conde. Op. cil. I’figs. 89 y 91. 



Considera cs loable la limitación cn cl texto constitucional de detennina- 
dos dcrcchos, pero anómalo que no tenga cl mismo rango otro tipo de limi- 
tacioncs (asociación, reunión, libre cmisión del pensamiento). 

Hemos dc recordar que la idca dc limitación dc los derechos fundamen- 
tales estaba prcscntc cn los rcductorcs del Texto constitucional, por cuanto 
alguna de cllas fuc cxprcsamcntc incluida cn su articulado, mientras que su 
gran mayoría quedó CXII;IIIIU~OS constimcionltlcs, rclcgadas a otras normas 
como las Rcalcs Ordenanzas para las Fucrzus Armadas (5) 

En la redacción del Texto constitucional SC propuso por el Senador, 
profesor SSnchcz-Agcspa, la ampliación dc la redacción dada al articulo 8, 
pdrrafoscgundo,cn cl scntidodcquc IaLcy Orglnicarcguladoradclasbases 
de la organización miliwr incluyesc tambien “los derechos y deberes 
específicos dc sus miembros”. Sc justilicaba esta cnmicnda cn el prop6sito 
de ser un respaldo constitucional a las prcvisiblcs limitaciones que la 
legislación ordinaria iba a imponer a los militares cn cl cjcrcicio dc diversos 
derechos fundamcntalcs. Como señala Hans-Pctcr Schncidcr (6), con los 
dcrcchos fundamcmalcs SC t1111a dc ordenar csfcras dc la vida social que se 
hsn manifcsudo cspcckllmcn~c propcnsus u XI imcwcnidas por cl Estado y 
por cllo cst8n ncccsitadas dc prowci6n. 

Paracl cfcctivocumplimicnto dc losdcrcchos humanos-segúnmencio- 
na Ricardo Pellón- (7) no basta con una declaración puramente formal, se 
precisa la voluntaria y sincera colaboración dc los gobicmos y, cn algunos 
casos, dc sus parlamentos, porque los podcrcs cstablccidos ticndcn a regla- 
mentar cn cl plano jurídico y a clasilicar cn la prktica según sus propios 
principios las pcculiaridadcs del imbilo cn que SC dcscnvuclvcn. 

Para Trillo-Figueroa ($) cl hccbo no ticnc un significado puramente 
circunstancial, pues suponc dejar cn manos del legislador ordinario no sólo 
los criterios que han dc orientar las cvcntualcs limitaciones, sino incluso la 
determinación dc los dcrcchos que pucdcn quedar afectados por los mismos. 
Los efectos no han tardado cn producirse, pues las propias Ordenanzas se 
rcsicntcn -cn la ordcnaci6n del sws del militw- dc esta imprecisión 
constitucionlll. 

Esta imprccisibn SC kansforma cn inconstitucionalidad, por cuanto las 
rcstriccioncs dc los dcrcchos fundamcntalcs y libertades públicas (que 

(5) Mcdiamc Ley 8511978, dc 2X dc dicicmbrc, BOEnúm. 1 lfl9. La Constituciónde 27 de 
dicicmbrcdc 1978 cmra envigorcl mismo día dc /P publicación oficial en cl BOE. que fueel 
29 de dicicmbrc. 
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aparcccn recogidos cn la Sección Primera, Capítulo Segundo del Titulo 1 de 
la Constitución), sólo pucdcn ser realizadas, bien por el propio Texto cons- 
titucional+zomoclcctivamcntcocurrccnrclaciónal militarenlosarttculos 
28, respecto a la libertad dc sindicación (9) y cn cl 29 respecto del derecho 
de petición (10) bien por las Lcycs dc desarrollo dc los mismos. Estas Leyes, 
en las que tanto SC cstablccc cl desarrollo como la limitación de estos 
dcrcchos, ~610 pucdcn ser orginicas cn virtud del principio de reserva mate- 
rial que cstablccc cl artículo 81 del propio Texto constitucional. 

Sc ha sostenido que cl artículo 26 dc 1aLcy Orgánica 6/1980, de 1 de julio, 
por la que SC regulan los criwios bkicos para la Defensa Nacional y la 
Organización Militar, al wialar que “los dcbcrcs y dcrcchos especificos de 
los miembros dc las FuerKIS Amiadas... SC dctcrminan cn las Reales 
Ordenanzas...“, realiza una remisión a Ley Ordinaria cn cl desarrollo y 
limitación dc los dcrcchos l’undamcntalcs y libcrtadcs públicas, con lo cual 
SC salva la inconstitucionalidad, rcmiticndo una Ley orgánica la totalidad de 
la regulación cn esta makria a una Ley ordinaria. Sin embargo, el artículo 81 
de la Constitucibn no autori~ la remisión an~cs mencionada, sino que 
cstablccc que la regulación dc CSLOS dcrcchos fundamcntalcs y libertades 
públicas ha dc rcalizarsc prccisamcntc mcdiantc Ley Org6nica. 

Como quiera que cn las Rcalcs Ordenanzas SC cstablccen efectivamente 
limitaciones dc dcrcchos fundnmcntnlcs que no aparcccn cn la Constitución 
o cn las Leyes Org6nicas dc desarrollo, sostcncmos la inconstitucionalidad 
de dctcrminados artículos dc aqudllas, que a continuación cxaminarcmos 
(ll). Paracllo,vamos acomcnzarporcl artículo 169dclasRRO0, cncuanto 
limilación &cnCrica dc los dcrcchos lundamcntalcs y libenadcs públicas, en 
relación con cl artículo 8 1.1 dc la Constitución, para cntnra continuaci6nen 
los siguicntcs arliculos, que suponen limilxioncs cspccíficas. 

1. hlTAClOKS IX DliRIK3IOS h LOS MlI.lTAKI.S EN LAS RENIi,i ORDENANZAS Y 

EL n~~ic~!~o 81.1 IX LA cossrrrucws 

Las Rcalcs Ordenanzas para las FUCIXIS Armadas, aprobadas por Ley 85/ 
1978,dc 28 dcdicicmbrc,cnsu TmtadoTcrccro,“dclosdcbcrcs ydcrcchos”, 
conlicnc cl Título V, subdividido cn “dcbcrcs y dcrcchos del militar de 

(9) Vid, arlíCUl0 28 dc la Cons1i1uci6n. 
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carrera”, “de la acci6n socW’, ” dc las rccompcnsas y sanciones” y “de los 
recursos y pclicioncs”. 

En cl primero dc estos apanados, las RROO contemplan al militar como 
ciudadano y sus derechos civiles y políticos, dedicándose el segundo a los 
dcbcrcs y dcrcchos dc cardctcr militar. Este último no plantea cuestión 
alguna en relación al tema dc que tratamos, no así cl primero, sobre cl que se 
cierne, total o parcialmcntc, la sombra de la inconstitucionalidad. 

Sin perjuicio dc un estudio mis cxhauslivo de cada un0 de los articulos 
que se rclicrcn a los dcrcchos fundamcn&s y libcrtddes públicas en 
particular, nos dctcncmos ahora cn cl anblisis del artículo 169 dc las RROO 
(en cuanto a limilación de car6ctcr gcnkico), que afirma: 

“El militar ticnc los dcrcchos civiles y políticos reconocidos en la 
Conslilución, sin olras limitaciones que las impuestas por ella, por las 
disposiciones que la desarrollan y por las Rcalcs Ordenanzas.” 

La primera partc no hace sino rcitcmr lo ya dispucslo cn la Constitución 
en cuanto confirma la lilularidad dc los dcrcchos civiles y políticos de los 
miembros dc las Fucr~s Annadus cn cuanto ciudadanos, así como la 
prevista limitación (que no privación) dc dcrcchos cn dctcrminados casas, 
como vcrcmos más adclantc. 

Las limitaciones a los dcrcchos fundamcntalcs y las libcrtadcs públicas 
pucdcn venir impuestas por la Constitución, lo que resulta del artículo 28 en 
cuanto ala libertad dc sindicación (12) y cl artículo 29, cn cuanto al derecho 
de pclición (13). Son 6~10s los únicos casos cn que la Constituci6n limita 
dcrcchos fundamcntalcs o libcrludcs públicas a los militares. 

El allículo 169 dc las Rcalcs Ordenanzas menciona otra fucntc de limi- 
tacioncs: las disposiciones que la dcsurrotlcn (la Constitución). Obviamen- 
te, y a tenor del artículo 81.1 dc la Constitución: 

“Son Lcycs OrgSnicns las relativas al desarrollo dc los dcrcchos funda- 
mcntalcs y las libcrtadcs públicas...” 

CualquicrlimitxMn dc talcs dcrcchos olibcrladcs, scnsu comratio,habra 
neccsariamcntc dc estar recogida cn alguna dc las Lcycs Orgtiicas dcsaïro- 
Iladora dc su cjcrcicio. 

El problema SC plantcu cuando SC dice cn cl artículo 169 de las RROOque 
éstas pucdcn limitar los dcrcchos civiles y politices reconocidos en la 
Constitución (rccordcmos que estas Ordenanzas fueron aprobadas mediante 
Ley Ordinaria). 

Para A. Pcdricri y G. Entcrría (14) : “la Consti~ucibn habla del desarrollo 

(12) Vid. notanúmcro 9. 
(13) Vid. nownúmmero 10. 
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de estos derechos (15) que SC rcscrva a Ley OrgtInica. Esta fónnulano puede 
entenderse cn cl sentido de que su desarrollo esta reservado a las Leyes 
Orgbicas y su limitación a Lcycs Ordinarias. Tal desarrollo es el fin que 
impone cl legislador constitucional cn cl artículo 9.2, aparte de otras 
fórmulas dc los artículos dc la citada Sección Primera. Una Icgislacibn que 
tcndicse a csc desarrollo scría contraria a las normas constitucionales”. 

Dcbc añadirse tambiCn -SC continúa cn cl señalado trabajo- que toda 
esta materia esta rcscnada a la Ley Organica, con indepcndcncia a las 
expresas rcscrvas de la Ley que conticncn algunos artfculos (Vgr. 17.1 y 4; 
18.4; 20.3, cm). La declaración cxprcsa dc la Constitución del desarrollo 
“mediante Ley” dc un dcrccho fundamental ha dc entenderse realizado 
mcdiantc Ley Orgdnica, conforme al artículo 81.1. En cualquier caso, 
incluso cuando no cxistc una prcvisi6n cspccífica dc reserva, toda la materia 
no podra ser regulada cn cl fumro sino por Ley Orghica, dada la rcsetva de 
Ley material del arlículo 81.1 dc la Constitución. 

DC todo cllo deriva que una scric dc materias dc cspccial importancia, 
tradicionalmcntc reguladas por Ley, algunas cn los Códigos y otras en las 
Leyes espccialcs (sobre todo pcnulcs y proccsalcs), SC sustraen ala compe- 
tencia dc las lcycs ordinarias y dclcgadus y SC transfieren a Ley Organica, 
concluyen los citados autores. 

LaLcy ordinariadcl Pnrlamcmoocupaposiciónal mismotiemporesiduaf 
y ejemplar, aunque su arca SC halla reducida por la cxistcncia de normas de 
grado prcfcrcntc y dc compctcncia difcrcnciada. Por lo tanto, son suscepti- 
blcs dc rcgularsc mcdiantc Ley Ordinaria todas aquellas materias que no se 
hayan rcscrvado a Ley organica, lo que no hace sino abundar cn cl sentido 
dc la imposibilidad dc limitación dc los dcbcrcs y dcrcchos civiles y políticos 
por las Rcalcs Ordcnanzus para las Fuerzas Armadas (aprobadas por Ley 
ordinaria). 

Por otra parte, cl artículo 53.1 dc la Constitución señala: 
“Los dcrcchos y libcrtadcs reconocidos cn cl capítulo scyndo del 

prcscnte Título vinculan a todos los podcrcs públicos, S610 por Ley, que en 
todo caso habrd de rcspccuar su contcnido cscncial, podra regularse el 
ejercicio dc talcs dcrcchos y libcrtadcs que SC tutcladn dc acuerdo con lo 
previsto en cl artículo 16l.l.a).” 

Por lo tanto, y cn palabras del profesor Garcia de Enterría, al hablar del 
principio dc rcscrva dc Ley material (16), del articulo 53.1 resulta, a los 

(14)“La Consrirucián Esptiola dc 1078”. Esudio sistcmótico. Edimial Civiles. Págs. 213 
y SiguicnLes. 
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efectos que nos ocupan, lo siguicntc: 

- Como precisa cl articulo 8 1.1 dc la Constitución, cl “desarrollo de los 
derechos fundamcntalcs y dc las libcrtadcs públicas”, esto es, el estatuto 
generaldc cada uno dc cllos, habní dc llaccrscncccsanamcnte Ley Orgánica. 

-Distinto dc esc “desarrollo”, que supone asegurar sus condiciones de 
expresión y ftmcìonamicnto (que han dc dirigirse a que la libertad sca “real 
y efectiva, rcmovicndo los obstáculos que impidan o dikultcn su plenitud”. 
art. 9.2), cs la regulücibn del “cjcrcicio dc IJcs dcrcchos y libcrtadcs”, que 
es lo que, adcmls, el articulo 53 rcscrva a la Ley: “sólo por Ley” puede 
realizarse tal regulación, lo que dcbc cntcndcrsc cn el sentido de cualquier 
regulación que cmraña, de cualquier manera, cl cjcrcicio de los derechos 
fundamcntalcs y, cn concreto, cn tkminos mas amplios, al “libre desarrollo 
de la pcrsontlidad” (art. 10.1), que dichos dcrcchos garantizan, 

La materia relativa al desarrollo dc los dcrcchos fundamcdalcs y Iibcr- 
tades públicas no cs la misma que SC rcscrva ala Ley (sin precisar al rango), 
en cl antes citado artículo 53.1. 

El capítulo segundo del Título 1 (kstc dedicado a los dcrcchos y deberes 
fundamcntalcs) lleva por rúbrica gcncral la dc “Dcrcchos y libcrtadcs” (que 
es la expresión recogida cn cl artículo 53.1) pero SC divide cn dos secciones 
con difcrcntcs cpígraks: “Sccciún primera: DC los dcíechos fundamentales 
y de las libcrtadcs públicas” y “Sección segunda: DC los dcrcchos y dcbcres 
de los ciudadanos”. Por consiguicntc, al hablarse litcralmcnte cn cl anfculo 
81.1 de los “dcrcchos fundamcnlalcs y de las libcnadcs públicas”, se esta 
reftricndo única y cxclusivamcntc a la Sección primera cuyo contenido es el 
que ha dc desarrollarse por Ley Org6nica. Para los dcrcchos y deberes de los 
ciudadanos dc la Sección segunda basta la Ley ordinaria, según se desprende 
del artículo 53.1 dc la ConstituciOn. (17). 

En conclusión, cs clara la inconstitucionalidad dc esla última parte del 
articulo l69dclasRcalcs Ordenanzas paralas Fuerzas Atmadasenlamcdida 
que pueda tratarse dc imponer, a IravCs dc las mismas, una limilación al 
militar dc los dcrcchos fundamentales y dc las libcrtadcs públicas de la 
Sección primera del capítulo segundo (Título 1) dc la Constilucibn, por la 
necesidad dc regulación mcdianlc Ley Org1ínica de los mismos, y desde el 
punto dc vista formal de rcscrva dc Ley material a tenor de lo dispuesto en 
cl artículo 81,l en relación con cl 53.1 del Texto constilucional. 

(16) Curso de Derecho adminiarurívo. Ediwrinl Civikts. 1982. Pggs. 223 y 224. 
(17) Comen/oriuro lo ComliUci~n. Edilarial Civilas, 1985. Pág. 1220. 
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II. ANÁLISIS DB LOS DPRIXIIOS CIVILES Y POLtKOS EN EL ThWLO V DE LAS REALES 

ORDENANZAS PARA LAS WERZAS ARMADAS DE 1978 

En cstc capítulo SC prctcndc analizar dctcrminados articulos del Título V 
de las Rcalcs Ordenanzas que ticncn sus correlativos en la Sección primera, 
capítulo segundo, Título 1 dc la Constitución, que lleva como titulo “De los 
dcrcchos fundamentales y las libcrtudcs públicas”, todo ello en rclacibn, 
comohcmosvistocncl apartado antcrior,concl articulo Xl,pbrrafoprimero, 
de la Constitución. 

En cl analisis SC han tenido cn cuenta tambiCn las Leyes orgánicas de 
desarrollo dc cada uno dc estos dcrcchos, así como la legislación comple- 
mcntatia actual, en su caso, cuando tengan rcfcrcncia con cl trabajo que 
desarrollamos. Al tknino dc cada uno dc los apartados se llega a unas 
conclusiones parciales a la vista dc la situación actual de cada uno de los 
dcrcchos. 

-Los articulos 172 y 173 dc fas Rcalcs Ordenanzas señalan: 
“El militar sólo podra ser privado dc su libertad o bicncs cn los casos 

previstos por la Ley cn la forma que 6sta disponga.” 
Por su parte, cl artículo 17.1 dc la Constitucikr señala: 
“Toda persona ticnc dcrccho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede 

ser privado dc su libertad sino con la observación de lo establecido en este 
artículo y cn los casos y cn la forma previstos cn la Ley.” 

La libertad cn cl scntiùo que aquí examinamos scm, por tanto, la libertad 
individual, la libertad personal. Para Serrano Alberca (18), es una libertad 
pública, dcrccho fundamental y bkico para la cfcctividad dc otras libertades 
públicas, previo al Estado, que Cstc dcbc cn todo. El derecho a la libertad 
personal ticnc un contenido positivo: no ser privado arbitrariamente de la 
libertad, y unas cxccpcioncs que han dc cstablcccrsc por Ley Orglnica y no 
pucdcn afectar al contenido cscncial del dcrccho. 

Por tanto, cuando cl artículo 172 SC csttí rcliiricndo a la Ley, hemos de 
entcndcr que será cn todo caso orgdnica, al limitar cl derecho fundamental 
delslibcrtad, cn relación al~dispuc~tocncl artículo81.1 dc laConstitución, 
según cl hilo argumcntal dc cstc trabajo. 

Elhcchodcqucclartículo 172dclas RROOmcncionccstalimitaciónno 
quicrc decir que lo limite cfcctivamcntc, por lo que cntcndemos es constitu- 
cional, al no hacer una regulación dc cardctcr sustantivo, sino remitirse a los 

(18) Scmno Albwx, “Comcn~ario~ ala Consh~ión” Trabajo dirigido por Gmido Falla. 
Ediwrinl CiviUs. I’Qina 312. 



dispuesto cn una Ley (orgánica) y no alas propias Reales Ordenanzas. Por 
su parte, cl arliculo 173 dc las RROO cstablcce: 

“La citación, dcicnci6n, juicio y prisi6n del militar en activo se ajustará 
a 10 establecido en cl Código dc Justicia Militar y demás Leyes que sean de 
aplicación.” 

La rcfcrcncia que al Cúdigo dc Juslicia Militx (Truta.do tercero, Tftulos 
IV y X) SC hace cn cl artículo 173 dc las RROO ha de ser sustituida porlaley 
Procesal Militar (aprobada por la Ley Orgtiica 2/1989, dc 13 dc abril, en sus 
articulos 199 y siguicntcs). Es, por tanto, pcrfcctamcnte constilucional al 
respaar tambifn el juego del artículo XI .l dc la Constitución. 

Otro dc los aspectos cs cl anículo 17.4 dc la Coixtimción: 
“La Ley regulad un proccdimicnto dc “habcas corpus” Para producirse 

la inmediata puesta a disposición judicial dc toda persona detenida ilegal- 
mcnlc.” 

El «hdbcas corpus» cs definido como un procedimiento para obtener la 
inmediata puesla a disposición dc la autoridad judicial compctcnte de toda 
pcrsonadctcnida ilcgalmcntc. En realidad cs una garantia jurisdiccional para 
protcgcrlalibcrtadpcrsonul,ycs~úliimucscldcrcchoindividualprotcgido. 
No obstante, ticnc tanta importancia cn un dcrccho dc garantla, que su rcgu- 
lación pucdc decirse que forma parte del contenido cscncial del derecho (19). 

La Ley OrgBnica 6/1984, dc 24 dc mayo, reguladora del proccdimicnto 
de «habcas corpus», cn cumplimicmo dc lo cstablccido en cl anlculo 17.4 
delaConstituciónhavcnidoacompIctatlos arlículos 172~ 173dclasReales 
Ordenanzas al cstablcccr cn cl artículo 2, último parrafo: 

“En cl ámbito dc JurisdicciOn Militar sed compctcntc para conocer de la 
solicitud dc“habcascorpus”c1 JuczTogadoMilitardc Instrucci6nconstitui- 
do en la cabcccra dc la circunscripción jmisdiccional en la que SC cfcctuó la 
detención.” 

- El artículo 174 dc las Rcalcs Ordenanzas y el anículo 18 de la 
Conslitución. 

El dcrccho ala intimidad limita la imcncncibndc otras personas o de los 
podcrcs públicos cn la vida privada. Eslos dcrcchos son irrenunciables, 
imprcscripliblcs e incmbargablcs. No obstante, no son absolutos, su ámbito 
dcpcnderá dc lo cstablccido cn la Ley, dc los usos y de la propia voluntad en 
la persona cuyo conscntimicnto no SC prcsumc. En otro caso el Juez deberá 
intervenir panlimitx estos dcrcchos cumdo está cn juego cl intcks general, 
pero no son, por su nümralcza, dcrcchos suspcndiblcs (20). 

(19) Sct~ttna Albwa Op. ch. Pbgina 310. 
(20) Sumo Albwa. Op. cit. Rgina 353 
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El articulo 18 de la Constilución regula cl rcconocimicnto al honor, ala 
intimidad personal y a la propU imagen, domicilio y correspondencia, ttsf 
como, por otra partc, cl sccrcto dc las comunicaciones postales, telegráficas 
y tclcf6nicas. 

Este artículo fue desarrollado por Ley Orgánica 1/1982, de 5 demayo,de 
protección civil al dcrccho al honor, a la intimidad personal y familiar, y a 
la propia imagen, cn cuya redacción no aparccc diferenciado cl militar del 
comúnde losciudadanos, yporloumtocmcndcmosqueha deserlcsaplicada 
en su integridad, sin ningún tipo dc cxclusioncs (“ubi lex non distinguit, non 
distinguere habcmus”).. 

Igualmcntc, cl artículo 174 dc las Reales Ordenanzas no cs sino un ex- 
tracto del artículo 18 de la Constitución, antes mencionado. Hemos de recor- 
dar que la redacción dc est;ls Rcnlcs Ordcmmzas y la Constitución corrieron 
pardclas, y porlotanto las primeras cstan fucncmcnte influidas por ésta, has- 
ta cl punto dc rccogcr prcccptos cn algunas ocasiones literalmente. Por tanto 
este artículo de las Rcalcs Ordenanzas, a los cfcctos del presente trabajo, 
pucdc ser calilicado como dc rcitcntivo, al ser aplicable tanto la Constitu- 
ci6n en su artículo 18 como la Ley Organica 1/19X2, que cstablcce, como su 
titulo indica, la protección civil dc cstc dcrccho (al mismo tiempo, la intro- 
misióncntraentipopcnal, y hubradc scrcl CódigoPcnallanonnaaplicable). 

La Constitución no SC rclìcrc a los supuestos de limitaci6n de estos de- 
rechos, al menos dc forma cxprcsa, y sOlo cstablcce la ncccsidad de reso- 
lución judicial. No obstante, csta garantía dc intcrvcncibn judicial parece 
sulicicnte, sin bien, por Ley orgánica, SC podra regular los requisitos y el 
proccdimicnto dc limimcibn dc WC dcrccho como 10 hacen la Ley Procesal 
Militar y la Ley dc Enjuiciamiento Criminal. 

Enla Jurisdicción Mimar, opcrarlncomolimitacioneslascsmblecidasen 
el capítulo VI (“DC la entrada y registro cn lugar ccrrddo y dc la intervención 
de libros, papclcs, y comunicaciones”) del Título II (“Del sumario”) del 
Libro II (“DC los proccdimicntos ordinarios miliurcs”) de la Ley OrgCmica 
Procesal Militar 2/1989, dc 13 dc abril. Enlajurisdicciónordinaria,enlaLey 
de Enjuiciamiento Criminal, dentro del Libro II, el Título VIII (“De la 
entrada y registro cn lugar cerrado, dc libros y papeles y de la dctencibn y 
apertura de corrcspondcncia escrita y tclcgdtica”), arts. 545 y SS. 

- Libertad de rcsidcncia y circulación. Artículos 175 dc las Reales 
Ordenanzas y 19 de la Constitucibn. 

El artículo 19 dc la Constitución gamntiza cl dcrccho dc los españoles de 
elegir librcmcntc su rcsidcncia y a circular por cl territorio nacional, entrar 
y salir librcmcntc de España cn los tCrminos que la Ley establezca. 
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A su vez, el articulo 175 de las RROO señala que cl domicilio habitual de 
residencia del militar scra cl de su destino. Sin embargo, alo largo de este 
articulo, cn el parrafo tcrccro, SC muniticsta la obligación de disponer de 
autotizaci6n dc sus supcriorcs para salir al cxtranjcro. 

Con relación al pármfo primero, no SC plantca mayor problema, habida 
cuentadc la propia dctcnninaci6n dc domicilio legal del articulo 68 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil: 

“El domicilio Icgal dc los militares cn servicio activo sera el del pueblo 
en que SC hallarc cl Cuerpo a que pcncnczcan cuando se hiciere cl cmplaza- 
miento.” 

Mayores problemas plantca cl pirrafo tcrccro (autorización para salida al 
extranjero). La cuestión, abordada dcsdc un punto de vista matctial, pucdc 
ser entendida como una limitaci6n administrativa cn orden al tin supcriorde 
la Dcfcnsa Nacional. Pero esta finalidad rcspondc a estados extraordinarios 
y no a situaciones dc nomalidad, dc tal manera que sería absolutamente 
defcndiblc cn caso de los estados dc ahumas, cxccpción y sitio previstos en 
el articulo 116 dc la Constitución y desarrollados mediante Ley Organica 4/ 
1981, del 1 de junio, y la dcclaraci6n dc guerra. 

Fuera de las antes citadas situucioncs, y cn caso dc normalidad, aparece 
hoy desfasada la ncccsidad dc autorización dc salida al cxtranjcro, prevista 
en este parrafo tcrccro del artículo 175 dc las Rcalcs Ordenanzas, dc manera 
gentkica para todo militar (21). La razón dc cstc desfase radica, cn primer 
lugar, cn la agilidad dc las comunicaciones, que pcrmitcn alcanzar cn POCO 

tiempo las fronteras del territorio nacional, y la disminución de los requisitos 
formales para cfcctuar la salida al cxtranjcro (rccordcmos que basta la mera 
prcscntacióndcl DocumcntoNacional dcIdcntidadparaclrcslodclospaíscs 
comunilarios). 

DC otra parte, el propio ordcnamicnto jurídico da instrumentos para la 
persecución, si lo que SC quicrc evitar cs la ausencia del militar en su unidad 
o destino, cntre otros prcccptos, los artículos 119 (delito dc abandono de 
destino o rcsidcncia) y 120 (delito dc dcscrción) del Código Penal Militar 
(aprobado mcdiantc la Ley Ot-gánica 13/1985, dc 9 dc diciembre). 

Un punto dc vista formal nos sitúa cn primer lugar en el Real Decreto 
31129/1977, dc 23 de scpticmbrc, que rcglamcnta la cxpcdición de pasapor- 
tes (documento que con relación a la Europa comunitaria va pcrdicndo 
importancia, como vimos antcriormcmc), cuyo artículo scptimo dispone, en 

(21) Dcmodoconcrc~o.p~aquicn~sprcs~anclscrviciomililar.sehalareLUgidoenelarticulo 
225 del Kcglmmo del Suvicio Milhr, qmhodo por cl Real Decreto 611/1986, de 21 de 
marzo, a~Cxlo umhi6n cI:rnmcmc incons~i~ucionnl,y cronológicamcn~e dïslwdo. 
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casos exccpcionalcs, la rctirada, rctcncibn o suspcnsi6n del pasaporte, asi 
como la prohibición dc salida del territorio nacional alos súbditos españoles 
por causas derivadas dc la seguridad del Estado (interior o exterior), 
protección del orden, saludo moral públicas y libertades de tcrccros. No esta 
claro, según señala Santamaría) (22) que las circunstancias de tal limitacibn 
pueden haccrsc valer como supuestos lcgitimadorcs dc limitaciones o priva- 
cioncs singulares dc dcrccho. 

Con rclaci6n a su constitucionalidad, y cn lo que alcance ala prohibición 
de salidadcl territorio nacional dc cstc xlículo sbptimo del R.D. 3129/1977, 
y cl pbrrafo tcrccro del artículo 175 dc las Rcalcs Ordenanzas, por su rango 
normativo, cn relación con cl artículo 81.1 y 53.1 dc la Constituci6n, hemos 
de predicar igualmcmc su inconslllucionalidad, cn los tcrminos expuestos a 
lo largo del prcscmc trabajo (vid. suprn). 

-Libertad dc cxprcsión. Artículos 178 y 179 de las Rcalcs Ordenanzas 
y 20 de la Constitución. Libre cmisión y rcccpción del pensamiento. 

Para Ricardo Pellón (23) cabe dikrcnciar dos tipos fundamcntalcs de 
cucstioncs rclcrcntcs ala libertad dc opinión dc los militares. En la primera 
hipótesis, la limitación SC dirige contra cl micmbo de las Fucaas Armadas, 
cn cuanto suskma dctcrminadas opinióncs y cl hecho dc que las manifícstc 
mas o menos abicnamcntc, ticnc una importancia secundaria. En la segunda 
hipótesis, las medidas coercitivas ticncn por objeto principal impedir la 
cxfcriorieación del pcnamicntocomo tal, sicndoirrclevante (dcsdc elpunto 
dc vista teórico) la naluralcza ideológica o cl sentido de lo que se dice. 
Partiendo dc que aaualmcntc la opinibn mayoritaria es la de considerar al 
militar como un ciudadano mas, dcbc rcconoccrsclc, cn principio, lalibcrtad 
dcopini6nyrcsningírsclc sólocnaquclloscasosquescaindispcnsablepara 
el cumplimiento dc los Iìncs dc la institución militar. 

Con relación a la libertad dc cxprcsión cl artículo 178 dc las Reales 
Ordenanzas plantca la autorización previa par su ejercicio “cuando SC trate 
de cucstioncs que pudieran perjudicar a la debida protección dc la seguridad 
nacional o utilice datos que ~610 puedan conocer por su cargo o destino en 
las Fuerzas Armadas”. 

Antc CSLC artículo cabe hacer las siguicntcs considcracioncs: 

a) La Constitución, cn su articulo 20, vino a suprimir el sistema de auto- 
rización previa cn las publicaciones pcri6dicas. Por tanto, este dcrccho no 

(22) “Comcmmios a la Consh~ciGn”. Trabajo dirigido por Garrido Falla. Editorial Civitas. 
Página 3%. 
(23) Ob. cil. pdg. 32. 

292 



está restringido a personas alguna, incluso cuando Csta se identifique como 
militar. 

Cucstióndistùltacsquc, apostcriori,clmilitarpudicraincurrirensanción 
disciplinaria de los artículos 8.30 (falta grave) dc la Ley Orgánica 12/1985, 
de 27 de novicmbrc, de RCgimcn Disciplinario para las Fuerzas Armadas. 
Por otro lado, cl Código Penal Militar (aprobado porlcy Orgtiica 13/1985, 
de 9 de diciembre), rccogc cl delito de rcvclación de secretos o informacio- 
nes relativas ala seguridad y dcfcnsa nacional. 

Por tanto, la sanción que al militar pudiera corrcspondcrle seria exclusi- 
vamentc a posteriori, una vc% depuradas sus responsabilidades. 

b) Toda norma jurídica limitativa del cjcrcicio dc un dcrccho debe ser 
interpretada rcstrictivamcntc (24). 

c) No se vulnera cl dcbcr dc discrccci6n por tratar hechos o datos que ya 
han sido prcviamcntc difundidos o cuando se utilizan los mismos con 
carácter hipotCtico. 

d) No SC violan las ncutnlidad o imparcialidad políticas por abordarse 
temas que formen parte de los programas o proyectos de las distintas op- 
cioncs, cn tamo cllo no suponga una clase dc adhesión o repulsa, en bloque, 
dc un determinado partido o grupo (25). 

e) Salvo prueba cn contrario, las manifcstacioncs públicas de un militar, 
aun haciendo uso dc su condición dc tal -al igual que cn su caso, lo hacen 
otros profcsionalcs- no dcbcn ser consideradas como hechas en rcpresen- 
tación de todo o parte dc las Fuerzas Armadas. 

f) Que la razón dc ser dc cstc anículo SC ha dc interpretar que es la 
protección dc la seguridad nacional. 

Por su partc, cl artículo 20.1 dc la Constitución reconoce de dcrccho a 
“expresar y difundir librcmcntc los pcnsamicntos, idcas y opiniones mcdian- 
te la palabw, cl escrito o cualquier medio de reproducción de las idus”. 

En realidad, como indica Javier Gdlvcz (26), cl único límite de las 
libcrtadcs reconocidas cn el anículo 20 de la Constitución está constituido 
por la exigencia dc cfcctividad dc los demás dcrcchos reconocidos en el 
Titulo 1 del Texto constitucional. El número 4 del citado aniculo 20 previene 
que “estas libcrtadcs ticncn su Iímirc cn cl rcspccto a los derechos mconoci- 
dos en este Título. cn los prcccptos dc las Lcycs que lo desarrollan y. espe- 
cialmcntc, cn cl dcrccho al honor, a la propia imagen y ala protección de la 
juventud y dc la infancia”. 

(24) Casado Bubano. “IniciaciUn ~1 Lkrccho consGwcionïl”. EAoria Edcrsa. 1986. 
(25) Vid. no~anúmcro21. 
(26) “Comentarios a la Conslinxiún”. Trabajo dirigido por Garrido Falla. Edimrial Civitas. 
Página395. 
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En Estados Unidos los militares dcbcn, antes de su publicación, presen- 
tarse para comprobar que cscribcn a título particular y no en su condición 
castrense. En Italia SC pcrmitc publicar librcmcnte sus escritos, dar conferen- 
cias públicas y manifestar ptíblicamcntc sus pcnsamicntos, salvo en asuntos 
de caractcr rcscrvndo, de intcrcs militar o del servicio, para los que precisa 
previa autorizzación. 

TzmbiCncncontramos dos órdcncs dcl Ministerio de Defensa: la primera, 
de 19 de novicmbrc dc 1977, cn su artfculo primero, reconoce la libertad para 
buscar, recibir y difundir informaciones e idcas de toda fndole, y el artfculo 
segundo, la ncccsidad dc que la libertad dc cxprcsión se someta ala “previa 
autorización cn razón a la ncccsaria protección de la seguridad nacional 
cuando se rct’lcra o afcctc a la Dcfcnsa Nacional, asuntos del servicio u 
organkacián y actuación dc los Ejcrcitos”. 

LascgundacslaOrdcndclMinistcliodcDcfcnsadc24decncrode 1978, 
en la que la autorización ~610 SC cxigc cuando la libertad dc cxprcsión se 
rclicrc a uspcctos concretos que pucdun perjudicar ala seguridad nacional o 
se utilicen datos ~610 conocidos por razón dc destino o cargo cn las Fuerzas 
Armadas, sin prccisarsc permiso para los demás supuestos. 

Las considcracioncs rccogidus antcriormcntc, cn cuanto lainfraccióndcl 
artículo 20 dc la ConstituciOn (no cxistcncia dc censura previa) e igualmente 
la insuticicncia normativa tanto de las Rcülcs Ordenanzas en su artículo 178 
como cn ambas Ordcncs Ministcrialcs antes citadas para limitar un derecho, 
nos llevan a proclamar su inconstitucionalidad, cn los tcrminos rcitcrada- 
mcntc manifestados a lo largo dc cstc trabajo. 

La Constitución cspufiola, cn cl apartado d) del número I,dcl articulo 20, 
rcconocc cl dcrccho a comunicar o recibir librcmcntc informaci6n veraz y 
por cualquier medio dc difusión. El sujeto dc la libertad dc información es 
incontrovcrtido c incontrovcrtiblc, dada la reducción del texto, ya que se 
reconoce a todos los ciudadanos sin distinción alguna. 

El artículo 179 dc las Rculcs Ordcnunzas rcconocc al dcrccho del articulo 
20 de la Constitución, para limitarlo a continuación por “cxigcncias dc la 
disciplina o dcfcnsa dc la unidad dc las Fuerzas Armadas”, con 10 que 
infringe claramcntc lo dispuesto cn cl artículo 81.1, dc reserva aLey Orga- 
nica cl desarrollo dc dctconinados dcrcchos dc los ciudadanos, por lo que 
hemos igualmcntc dc tachar de inconstitucional este artículo 179. Incluso 
llega Cstc a somctcr la limitación por cl Ministerio dc Dcfcnsa o la autoridad 
militar compctcntc cn caso dc urgcncin, lo que tambicn suponc la directa e 
inmediata limitación gubcmativa dc un dcrccho fundamental sin que haya 
sido declarado ninguno dc los tres supuestos recogidos cn cl artículo 116, cn 
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relación con cl 55.1 de la Constitución. y desarrollados posteriormente por 
la Ley Org5nica 4/198 1, de 1 de junio, de los estados dc alarma, excepción 
y sitio, donde si aparece rccogidü esta limitxión (arts. 21.1 y 32.3 in fine) 
(27). 

- El derecho de reunión. Artículos 180 dc las RcaIes Ordenanzas y 21 
de la Constilución. 

El artículo 21 dc la Constitución rceonocc el dcrccho de reunión pacílica 
y sin armas. La Ley Organica 9/1983, de 15 de julio, reguladora de este 
derecho, scflala en su anícuIo 4.4: 

“La asistencia dc militxcs dc uniforme, o haciendo uso de su condición 
demilitar,arcunioncs omanifcst~cioncspúblicassc regiráporsulegislación 
especifica.” 

Por otrrr pzrtc, cl Real Decreto-ley 10/1977, dc 8 de febrero, de activida- 
des políticas y sindicalcs dc los miembros dc las Fuerzas Armadas, prohibe 
a los militares “asistir a rcunioncs públicas dc carktcr polftico o sindical 
organizadas o promovidas por partidos, grupos o asociaciones de igual 
carbcter”, asf como “asistir dc uniforme o hxicndo uso de su condición de 
militar a cualcsquicra otras rcunioncs públicas de caracter político o sindi- 
cal” (art. 2.3). con lo que qncdaba vedado a los militares la mera asistencia, 
de incógnito. a cualquier rcuni6n (28). 

La Constitución, como hemos vistos antes, no señala ninguna limitación 
al derecho de reunión en cuanto a su titular, y por lo tanto, tampoco para los 
militares, por lo que cualquier militar pucdc participar en cualquier tipo de 
reunión, sicmprc que no asista dc unifomic ni haga uso dc su condición, en 
cumplimiento dc lo dispuesto en c1 arúculo 4.4 de la Ley Orgánica 9/1983. 
antes ci tada. 

Hemos dc considcrarinconstitucional cl R.D. 10/1977, en cuantoimpone 
poruna normaquc nocs Ley Orgánicano solamcntcunalimiraci6n, sinouna 
privación del cjcrcicio de un dcrccho fundamental que no aparece rccogida 
tanto cn cl Tcxloconstitucional como en cl dc la Ley Orgánica dc desarrollo, 
loqucdcsvirtúa,cicrtamcntc, clcontcnidocscncialdeestederecho. Amayor 
abundümicmo, señalar que cl Rclll Dccrcro-Ley 1011977 serS derogado ala 
entrada en vigor dc la Ley Reguladora del RCgimcn del Pcrsonrù Militar, en 
el apanado tcrccro dc su disposición dcrogaloria, junto con su Icgislación 
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complcmcntaria (Dccrcto 706/1977, dc 1 de abril y ll 13/1977, de 20 de 
mayo). 

La legislación cspccífica a la que alude la Ley orgrinica del derecho de 
reunión la constituye cl artfculo 9, parrados 27 y 28 (falta grave) de la Ley 
Orgánica 12/1985, dc r6gimen disciplinario para las Fuerzas Armadas. 

El articulo 180 de las Rcalcs Ordenanzas se remite, sin más, a las 
“disposiciones vigcntcs”, con lo cual resulta perfectamente inocuo y redun- 
dante con rcspccto ala problcmbtica que estamos examinando, por lo que no 
puede ser tachado dc inconstitucional. 

-Lalibcnaddc asociación ydc sindicación. Elarticulo 181 delasReales 
Ordenanzas. 

El artículo 181 dc las Rcalcs Ordenanzas, en su parrafo primero, establece 
que “los miembros dc las Fucaas Armadas, por cuyos intereses vela el 
Estado, no podnín participar cn sindicatos ni asociaciones con finalidad 
reivindicativa”. 

Con relación a la libertad de asociación, señala el artículo 22 de la 
Constitución que “SC rcconocc cl dcrccho dc asociación”. En primer lugar, 
este dcrccho “SC rcconocc”, por lo que cs considerado por cl legislador 
constituycntc como un dcrccho anterior c inmanente del ciudadano y, en 
segundo tCrmino, la Constitución no señala limitación alguna en cuanto a los 
titulares cfcctivos dc tal libertad, por lo que no hemos dc cntcndcrlo excluido 
respecto dc ningún ciudadano y, obviamente, respecto del militar. Respecto 
del asociacionismo político, parte del dcrccho dc asociacibn, lo examinate- 
mos cn cl apanado siguicntc. 

La denominación dc “asociaciones con finalidad reivindicativa” a que 
hacen mención las Rculcs Ordenanzas hemos de entenderlas como asocia- 
cioncs que cfectivamcntc cjcrccn funciones sindicales o, cn virtud de la 
exclusión cxprcsa dc este tipo dc actividades que a continuación veremos, 
cuasi sindicaks, bajo la denominación dc “asociaciones” se constituye un 
evidcntc fraude de Ley y habrán dc seguir la doctrina del fraude de Ley del 
artículo 6.4 del Código Civil: 

“Los actos realizados al amparo del texto dc una norma que persigan un 
resultado prohibido por cl ordcnamicnto jurfdico, o contrario a el, se 
considerarán cjccutadas cn fraude dc Ley y no impedirán la debida aplica- 
ción de la norma que se hubicrc tratado dc eludir”. 

El artículo 22 dc la Constitución, como señala Santamatía (29), constitu- 

(29)JuanA.S;mtam.xríuia. “Comcn~;lriosalaCunstitución”.TrabajodirigidoporG~doFalla. 
Fditorid Civitar. Kgina428. 



ye lo que podrfamos llamar cl dcrccho común, cn la Constitución, de todas 
las asociaciones, cuya mcnciún scpartda no supone en caso alguno la 
consagración, pana tipos concretos. de principios o reglas contradictorias o 
meramente distintas dc las estüblccidas cn cl artículo 22: las rcglas de este 
artículo, pues, serán de gcncral aplicación, amenos que porley se dispusiese 
lo contrario cn atención ala peculiar naturalcra de algunas asociaciones. 

Rcspccto alalibertad de sindicaciún, hemos de comcnzarporlamención 
del articulo 22 del Pacto Intcmacional dc los Dcrcchos Civiles y Políticos: 

“a) Toda persona tiene dcrccho a asociarse librcmcnte con otras, incluso 
a fundar sindicatos y aliliarsc a cllos para la protección de sus inte- 
rcscs. 

b) El cjcrcicio dc tal dcrccho ~610 podrb estar sujeto a las restricciones 
previstas por la Ley que scan ncccswias cn una sociedad dcmocratica, 
en intcrks dc la seguridad nacional, dc la seguridad pública o del orden 
público, o para protcgcr la salud ola moral públicas o los derechos y 
las libcrtadcs dc los dcmds. El prcscnte articulo no impedirá la 
imposición de rcstticcioncs legales al ejercicio de tales derechos 
cuando se trate dc micmbras dc los Fuctzas Armadas y de la Policía”. 

El articulo 28 dc la Constitución rccogc cl dcrechode libre sindicación en 
su apartado primero. Sin embargo, continúa que “la Ley podrá limitar o 
exceptuar cl ejercicio dc cslc dcrccho a las Fuerzas o Instilutos armados y 
demas Cuerpos sometidos ala disciplina militar”. 

En la Ley aludida (Ley Orgbnica 11/1985. de 2 de agosto, dc libertad 
sindical) se dctcrmina dc una mancm cxprcsa cn cl apartado 1.3: 

“Quedan cxccptuados del cjcrcicio dc cstc dcrccho los miembros de las 
Fuerzas Armadas y dc los Institutos armados de carácter militar”. 

A mayor abundamiento, la Ley 9/1987, de 12 dc mayo, de Orgattos de 
reprcscntación.DcterminacióndclascondicioncsdeTrabajoyParticipación 
del Personal al Servicio de las Adminislracioncs públicas, Cn su artículo 2, 
schala: 

“1 Quedan excluIdos de la prcscntc Ley: a) Los miembros de las Fuerzas 
Armadas y dc los Institutos armados dc carácter militar.” 

Con lo cual queda ccrrüda cualquicrvía a travCs del att. 103.3 de la Cons- 
titución, al regular las pcculiaridadcs dc cstc ejercicio a los funcionarios 
públicos (~610 civiles), cn cumplimiento a lo establecido cn el artículo 28 del 
propio Texto constitucional. 

Pueden, no obstante, exislir circunstancias dc orden profesional que 
legitimamcnte prcocupcn a los miembros dc las FAS, ante lo cual, el articulo 
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29 de la Constitución, al regular cl dcrccho de petición, dispone: 
“2. Los miembros dc las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos 

sometidos a disciplina militar poddn cjcrcer este derecho ~610 individual- 
mente y con arreglo alo dispuesto cn su legislación especifica.” 

Esta legislación cs cl Dccrcto 93/1862, de 18 de enero, de Presidencia del 
Gobicmo, en la que SC dan normas para el ejercicio del derecho de peticidn 
por los miembros de las Fuerzas o Institutos Armados, así como el Decreto 
1408/1966, de 2 dc junio, que adapta prcccptos de la Ley de 17 de Julio de 
1958 a los Ministerios militares, y por los anículos 199 a 205 de las Reales 
Ordenanzas (“DC los recursos y pcticioncs”). 

La prcscntación de rcclamacioncs o pcticioncs colectivas puede dar lugar 
al delito dc sedición militar, tipihcado cn cl articulo 92 del Código Penal 
Militar, tipiticado en cl artículo 92 del Código Penal Militar, o la falta grave 
militar del art. núm. 15 dc la L.O. dc RCgimcn disciplinario de las FAS. 

Un último problcmu cs cl dc la dctcrminación del limite entre “simples 
asociaciones” y las “asociaciones con lintlidud reivindicativa”, por cuanto 
1aLcy dc Asociaciones dc 24dcdicicmbrc dc 1964nolorcaliza: anteelvacío 
Icgal en la materia, habra dc scrla jurisprudencia quien prccisc los márgenes 
entre los que SC dcscnvuclvcn unas y otras. 

En conclusión, y dc una mancm clara, la Ley Orgktica viene a prohibir 
al militar, en cumplimiento del mandato constitucional, la afiliación y el 
ejercicio dc actividades sindicaks que, ciertamente, se oponen a su condi- 
ción. 

El artículo 181 delas Rcalcs Ordenanzas nolimita amilitarla libertadde 
asociaci6n, pues las “asociaciones con linalidad reivindicativa” habtfan de 
ser tratadas cn los tcrminos antes vistos, y rccogc tamo cl mandato constitu- 
cional como dc la Ley Orghica rcspccto dc los sindicatos en el seno de las 
Fucaas Armadas, por lo que resulta claramcntc constitucional. 

- Artículo 182. El dcbcr dc neutralidad politica y cl Real Decreto-Ley 
10/1977. 

Como vimos cn cl apartado anterior, la prohibición cs clara en rclación a 
los sindicaci6n cn cl ambito dc las Fuerzas Armadas. Pero, en contraposi- 
ción, nada regula cxccpto cl rccicntcmcntc derogado Real Dccrcto-Ley lO/ 
1977, de 8 dc cncro, dc actividades políticas y sindicales por parte de los 
componcntcs dc las Fucaas Armadas, la participación del militar cn activi- 
dades políticas, si no cs cl artículo 182 de las RROO o la refcrcncia del 
artículo 9, parralo 2X dc la Ley OrgSnica 12/1985 dc RCgimcn Disciplinario. 

Cucsti6n aparte mcrccc cl citado Real Decreto-Ley 10/1977. Señalaba su 
cxposici6n dc motivos que “la naturaleza dc la misión de las Fuerzas Ar- 



madas est& mis allá dc opciones políticas concretas, que su miembros deben 
mantenerse “unidos para el mejor cumplimiento de su elevada misión 
cuando sus obligaciones constitucionales asi lo exijan”. y que “este deber 
impone a lodos los componcntcs dc las FAS cl debido respeto a cualquier 
opción polftica de las que ticncn cabida en cl orden institucional, sin que les 
sea licito, en consccucncia, participar ni menoscabar públicamente cuales- 
quiera de cllas”. 

Eu palabras del Gcncral M. Díaz Alcgrfa, “el que un militar profesional 
sea apolitico no quiere decir que, como individuo, no sienta preocupaciones 
por la dirección de su país y hasta dcjc de cxpcrimcntar mayor o menor 
simpalía por una u otra dc las ideologías que SC debaten en el campo politice 
de su Patria. Lo que no SC pucdc hacer cs sustentar estas teotfas apoyandolas 
en su condición dc Oficial y mucho menos htccrlas prcvalccer, reunido con 
sus compancros, como cxprcsión del pcnsamicnto político del Ejercito”. 

Lo que nos permite hacer un inciso paru rcflcjar las consideraciones que 
sobre cl apoliticismo y apartidismo cxponc Ricardo Pellón (30). scilalando 
que si bien dcsdc cl punto dc vista îormal puede vetarse al Ejército de toda 
actividad polhica. cn In practica, las Fucr~~as Armadas no pueden mostrarse 
indiîcrcntcs a clla (Fuctzas Armadas como Instilución, como conjunto 
organizado. no a sus componcntcs individualmcntc considerados). 

Para conseguir un total acatamiento del poder civil, SC introdujo durante 
el siglo pasado cl principio del absoluto apoliticismo de las Fuerzas Anna- 
das, fundándosccn sucaráctcrinstrumcntal y tccnico-brazo armad-que 
se limita a cjccutar cstrictamcntc las órdcncs recibidas. Contribuyó a forta- 
leccr la teoría cl aislamiento cn que SC colocó al militar, privándole del 
derecho de sulragio activo y pasivo y rcslringicndo oimpidicndoel cjcrcicio 
de otros dcrcchos políticos. Así SC constituyó lo que se ha dcnominsdo 
“acantonamiento lcrritorial y jurídico”. 

Sin embargo, lo que más hn contribuido a que las Fuerzas Armadas 
sientan que el cumplimiento dc su misión no cs algo ajeno ala politica ha sido 
su emplco por parte dc los gobicmos para mantcncr cl orden interno, luchar 
contra la subversión o dcfcndcr las conquistas dc un proceso revolucionario. 

En España, cl artículo octavo dc la ConstihtciOn asigna a las Fuerzas 
Armadds no sólo la misión dc dcfcndcr la integridad tcnitorial, sino, 
tambicn, eI ordcnamicnto constitucional, lo que ticnc unaclarasignilicación 
política. Quien prctcnda vulnerar o romper dicho ordcnamicnto, tendrá 
frcntc así, como último garante, a los EjCrcitos. Esta invocación pone a su 

(30) Ricardo l’cllún. Op. Cit. p$,s. C4 y siguicmcs 
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cargo una función disuasoria del evidente cadcter politice. (En el mismo 
sentido, cl artículo 2 dc la Ley Orgíínica 6/1980, de 1 de julio, por la que se 
regulan los criterios básicos de la dcfcnsa nacional y la organizacibn militar, 
considera una de las finalidades dc la defensa nacional garantizar el ordena- 
miento constitucionah cl pdrmfo primero del articulo cuarto sefíala que “la 
polftica militar, componcntc cscncial de la política de defensa, evalúa la 
situación inlcma y cxtcma”). 

El propio Ordcnamicnto reconoce a las Fuerzas Armadas una función 
política activa en dctcrminados casos, como son los supuestos de situaciones 
dc anormalidad recogidas cn cl artículo 116 de la Constitución y desarrolla- 
das por la Ley orgdnica 4/1981, dc 1 de Julio;de los estados de alarma, 
excepción y sitio, asícomo dcn los supuestos dc guerra. Por tanto, las Fuerzas 
Armadas son un instrumento dc poder del Estado y difícihncnte puede 
sostcncrsc la tesis dc las apoliticidad (cntcndida cn el sentido de “polis”, 
ciudad, comunidad) del Ejercito, y no ~610 por lo que establezcan las Leyes 
sino, mas bien, porque la Institución militar cs una dimensi6n efectiva de la 
comunidad política. 

Como es lógico, “política” cs difcrcntc a“partidismo político”; a nuestros 
efectos citaremos, cn cuanto al signilicado de aquella. a J.W. Gamer, para 
quien “política” cs un tfrmino que significa ciencia y arte, y se emplea para 
expresar al propio tiempo cl estudio sistcmatico dc los fenómenos del Estado 
y la lolalidad de las actividades relacionadas con la administración de los 
asuntos del mismo. 

Lo que ocurre cs que la palabra “política” ha venido a tomar un sentido 
pcyoralivo, al írscla apropiando los partidos y grupos dc tal manera que, en 
muchas ocasiones, SC la utiliza mas que cn intcr6s de lacomunidad social, en 
bencticio dc los intcrcscs dc los partidos. 

Con relación al Real Dccrcto-Ley 10/1977, ha de considerarse, ante todo, 
su linalidad y la cpoca dc promulgación para hallar su vcrdadcro sentido. 
Pero este criwio dc oportunidad, antc una situaci6n politica muy concreta, 
no podía ser indchnidamcntc alargado cn cl tiempo, por cuanto la propia 
evolución social la había superado ampliamente. 

Hecha esta consideración, la Exposición de Motivos confundía a las 
Fuerzas Armadas como Institución, que ha dc permanecer al margen del 
juego de los partidos políticos, y la csfcra dc las libertades de las personas 
físicas que las constituyen. La misión de las Fuerzas Armadas y su asepsia 
partidista como Institución no signilica, en ningún caso, que sus miembros 
tengan mayor o menor rcspcto a las opciones políticas al mostrar pública- 
mcntc su prcfercncia por alguna. 
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Dudosamcntc constitucional cm tambien el articulo 2.1 en cuanto afiba- 
ción, colaboración o apoyo a organización polttica (no a la sindical, vid, 
supra) por el rcitcrado principio dc la rcscrva material a una Ley Orgánica. 
y prccisamcntc este rango, cn virtud del arttculo 81.1 de la Constitución. 

Había de cntcndcrsc derogado antes dc la forma expresa con que se hace 
de todo cl texto por la Ley 17/1989. de 19 de julio, el articulo 2.3 de este 
Decreto (prohibición dc asistencia a rcunioncs de carácter político) por la 
Ley Orgánica 9/1983, dc 15 de julio, reguladora del derecho de reunión, que 
permite, scnsu contrario, la asislcncia del personal militar a cualquiertipo de 
reunión, incluso política (an. 4.4). 

Cuestión distinta cs que cl militar intcrvinicra en ellas manifestando 
públicamente su condición, bien mcdiantc colaboración o apoyo públicos o 
atiliación a grupos o partidos políticos. Efectivamente, aunque el militar 
goza dc la condición dc funcionario público al sctvicio de la administración 
del Estado, las Fuctzas Armadas son algo mas que la AdministracMn, en 
palabras de Hcrrcro de Miñón, y csc “algo mWimpone, ciertamente, a sus 
componentes un dcbcr dc exquisita neutralidad partidista pública. 

Pero este dcbcr de neutralidad no significa la perdida de la condición de 
ciudadanodcl militx. Luncutralidad hadcscrintcrprctada, ental caso, como 
una limitaci6n, y no privación, por lo que habrían de contemplarse por la 
legislación fórmulas menos mdicalcs que las del articulo 5.1 (situación de 
retirado para Jcfcs, Olicialcs y Subolicialcs) y 5.2 (pase a la situación 
especial para Olicialcs Gencmlcs) del Real Dccrcto-Ley 10/1977. 

La Ley 17/1989, dc 19 dc julio, Rcgulndora del RCgimen del Personal 
Militar Profesional comcmpla en su artículo 100, apartado 1, párrafo b) la 
situación dc exccdcncia -considcrüblcmcnte menos radical- cuando el 
militar de carrera sca designado como candidato a clccciones para 6rganos 
reprcscntativos públicos cn cl cjcrcicio del dcrccho de sufragio pasivo. 

Queda, sin cmbürgo indefinido si la cxccdcncia voluntaria de estos casos 
ha de ser solicitradü por cl milirur cn cl momento dc la formalización de la 
candidatura o habra de conccdcrse de forma automatica, por cuanto el 
articulo 100 no hace una distinción cn cstc caso y. por ejemplo, cuando la 
exccdcncia sca porintcrés particular, lo que scguramentc vendrá determina- 
do en ulterior desarrollo rcglamcntario (31) 

El pSrrafo 4 dc cstc arlículo 100 csmblccc un periodo de dos ahos para la 
incorporación al servicio activo bien dcsdc cl füx~l del mandato si resulta 

(31) Esta cuestión habrá dc ser suficic~~lcmcnte matiradn. habida cuenta de su represión a 
efeclondisciplinariosdcl ~1ículo9.28d~l~L~yOr~~nica12/1983.dcR~gimcnDisciplinario. 
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elegido o, si no lo fuera, dos aííos a partir del momento de la concesi6n del 
pase de situación. 

Es, por último, interesante cl apartado 9 de este articulo, que recoge que 
“dejaríi dc estar sujeto al rCgimcn gcncral de derechos y obligaciones del 
personal de las Fuczas Armadas y a las Leyes penales y disciplinarias 
milita&‘, lo cual aparccc cn la intención del legislador como un refuerzo a 
la posición de indcpcndcncia y libcrtnd de pensamiento con que se han de 
desarrollar bien las elcccioncs o la ulterior actividad polttica durante el 
mandato. 

En cualquier caso, y aun cuando cl Proyecto citado prevC su derogación, 
ha de predicarse a cstc rcspccto la inconstitucionalidad sobrevenida de este 
Real Dccrcto en los tkrninos vistos mds arriba, así como del artículo 182 de 
las Rcalcs Ordenanzas, al ser ncccsaria una Ley Orgánica para el desarrollo 
del cjcrcicio de este dcrccho fundamental, en virtud de lo establecido en la 
disposición dcmgatoria tcrccra dc la Constitucibn, en relación con el articulo 
81.1 de este Texto. 

III. CoNcwsloNa I’NALi3 

Por último, y rcsurniendo las condiciones par@ales que hemos apuntado 
a lolargo de cstc trabajo, sostcncmos lainconsdtucionalidaddel artículo 169 
de las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, en cuanto proclama su 
potestad para limitar dcrccho fundamentales, asi como los articulos 175, 
último párrafo, 178,179 y 182 por las razones esgrimidas con ocasión de su 
estudio individualizado, en paralelo a los correspondientes articulos de la 
Constitución. 

Tras cstc an~isis dc los dcrcchos fundamentales y libertades públicas 
recogidos cn las Reales Ordenanzas (cn paraklo a la Sección primera del 
capítulo segundo, Título 1 dc la Constitución), concluimos que es necesaria 
una solución al problema, que pasada bien poruna Ley Orgtiica que defma 
las limi tacioncs que han de caablcccrsc a los militares de carrcm, de empleo 
o cn servicio militar, pero que rccoga cn profundidad todos y cada uno de los 
dcrcchos y libcrtadcs que scan afectados y marque estrictamente los límites 
de su ejercicio, o bien en las propias Lcycs Orgánicas desarrolladoras de 
estos dcrcchos, actualmcntc cn vigor, SC introdujeran reformas al efecto, 
antes que los avatares de la vida cotidiana vengan, en estas cuestiones, a 
sorprcndcr y perturbar la normal actividad de las Fuerzas Armadas. 

Eslá fucra de discusi6n la ncccsidad dc su limitación, por el fin de la 
propia Institución, pero cn mutcria dc dcrcchos fundamentales y libertades 
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públicas conviene no dejar lagunas y capitulos en blanco, por cuanto que el 
mal que esto acarrea es indudüblcmcnte superiora las incomodidades que su 
regulación y puesta en práctica pudieran conllevar. 
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